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DEBEMOS RECONECTAR CON NUESTRA 

HUMANIDAD COMÚN1 

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos en su informe anual, instó a 

la comunidad internacional a rechazar una “nueva 

normalidad” que defiende estructuras de poder 

radicadas a costas de nuestra humanidad común. 

En su alocución ante el Consejo de Derechos 

Humanos de la ONU en Ginebra, Volker 

Türk subrayó que los derechos humanos y el 

derecho humanitario internacional “son nuestro pilar 

contra el poder desenfrenado”. 

Durante su intervención, Türk se apartó de su 

habitual visión general de la situación de países 

concretos y ofreció, en cambio, reflexiones más 

amplias sobre el estado actual de los derechos 

humanos. “Me parece que nos encontramos en una 

encrucijada”, expresó, señalando que “Podemos 

seguir por el camino actual: una 'nueva normalidad' 

traicionera, y caminar sonámbulos hacia un futuro 

distópico. O podemos despertar y cambiar las cosas 

a mejor, para la humanidad y el planeta”. 

Una elección diferente 

 
1) Tomado de Noticias de la 
ONU: https://news.un.org/es/story/2024/09/1532611 

Türk argumentó que la nueva normalidad “no puede 

ser una escalada militar interminable y despiadada, 

ni de métodos de guerra, control y represión cada 

vez más horribles y tecnológicamente avanzados”. 

Tampoco debería significar “la continua indiferencia 

ante la profundización de las desigualdades dentro 

de los Estados y entre ellos”. “No puede ser la 

difusión gratuita de desinformación, sofocando los 

hechos y la capacidad de tomar decisiones libres e 

informadas; ni retórica acalorada y soluciones 

simplistas, borrando el contexto, los matices y la 

empatía, allanando el camino al discurso del odio y 

a las nefastas consecuencias que inevitablemente 

le siguen”, añadió. 

Además, “la “nueva normalidad” no puede ser que 

la soberanía nacional se retuerza para ocultar o 

excusar violaciones horribles; ni el descrédito de 

las instituciones multilaterales o los intentos de 

reescribir las reglas internacionales, erosionando 

las normas acordadas universalmente”. El Alto 

Comisionado insistió en que “este no puede ser el 

mundo que queremos”, y sostuvo que “podemos y 

debemos hacer una elección diferente”, 

reconectando con nuestra humanidad común, la 

naturaleza y el planeta.“En otras palabras, podemos 

elegir guiarnos por los derechos humanos y los 

9 de setiembre del 2024, negritas del original. 

https://www.ohchr.org/es/hrbodies/hrc/home
https://www.ohchr.org/es/hrbodies/hrc/home
https://www.ohchr.org/es/about-us/high-commissioner/volker-turk
https://www.ohchr.org/es/about-us/high-commissioner/volker-turk
https://news.un.org/es/news/topic/human-rights
https://news.un.org/es/story/2024/09/1532611


3 
 

valores universales que todos compartimos”, 

puntualizó. 

Crisis de liderazgo 

Türk indicó al Consejo que “los derechos humanos 

no están en crisis. Pero sí lo está el liderazgo 

político necesario para hacerlos realidad”. Agregó 

que “en todas las regiones del mundo, vemos 

dinámicas de poder profundamente arraigadas en 

juego para acaparar o aferrarse al poder, a 

expensas de los derechos humanos universales”. 

Como ejemplo señaló que pese a los avances en los 

derechos de la mujer, “la sombra del patriarcado 

sigue al acecho” y se han producido alarmantes 

retrocesos en cuestiones de igualdad de género, 

con Afganistán como el caso más extremo. 

Las sociedades siguen enfrentándose al racismo, la 

discriminación,, la xenofobia y las formas conexas 

de intolerancia, que están “apuntaladas por 

estructuras de poder arraigadas, intereses creados, 

inercia institucional y estereotipos perjudiciales, a 

menudo arraigados en legados de colonialismo y 

esclavitud”, apuntó. “Luego están los políticos, 

amplificados por algunos medios de comunicación, 

que convierten en chivos expiatorios a los 

migrantes, los refugiados y las minorías, como 

hemos visto en torno a los periodos electorales en 

Austria, Francia, Alemania, Hungría, el Reino Unido 

y Estados Unidos, por nombrar algunos”, acotó. 

Türk también advirtió de la amenaza que suponen 

las “tecnologías digitales mal reguladas o 

insuficientemente reguladas”, que incluyen la 

explotación de datos personales. En este sentido, 

recalcó que los derechos humanos deben estar “en 

el centro” de los esfuerzos de regulación, al tiempo 

que se trabaja para detener la violencia en línea, la 

desinformación, el discurso del odio y la incitación al 

odio. 

El poder de los derechos humanos 

Aunque señaló cómo las estructuras de poder 

arraigadas y el abuso de poder han afectado 

negativamente los derechos humanos de las 

personas, habló de cómo “los derechos humanos 

son reguladores y correctores de las dinámicas 

de poder que se han torcido”. Citó la reciente 

situación en Bangladesh, donde “el movimiento 

estudiantil llevaba los derechos humanos como 

antorcha”. El Alto Comisionado dijo que su Oficina 

está apoyando a las nuevas autoridades de ese 

país, entre otras cosas llevando a cabo una misión 

independiente de investigación sobre las presuntas 

violaciones recientes, y sobre la rendición de 

cuentas, los procesos de reconciliación y sanación, 

y otras reformas esenciales. 

Por otra parte, ofreció consejos a los ciudadanos 

que acudan a las urnas, dado que muchos países 

celebran elecciones este año: “Insto a todos los 

votantes a que tengan presentes las cuestiones que 

más les importan, ya sea un hogar, la educación de 

sus hijos, su salud o su trabajo, la justicia, su familia 

y sus seres queridos, el medio ambiente, estar libres 

de violencia, hacer frente a la corrupción, ser 

escuchados. Todas estas son cuestiones de 

derechos humanos”. 

Crisis humanitarias empeoradas por el conflicto 

Türk recordó que este año se cumple el 75 

aniversario de las cuatro Convenciones de Ginebra, 

que elaboran las leyes de la guerra, mientras que 

la Carta de la ONU, con su promesa de “preservar a 

las generaciones venideras del flagelo de la guerra”, 

se adoptó hace casi 80 años. “Y sin embargo, aquí 

estamos”, comentó. “Con un cruce de innumerables 

líneas rojas, o dispuestos a pisarlas”. 

Manifestó que Sudán “está sufriendo una de las 

peores crisis humanitarias y de protección del 

mundo, alimentada por una larga impunidad, una 

tormenta de luchas de poder, intereses económicos 

contrapuestos y la instrumentalización de las 

tensiones étnicas”. Las estimaciones indican 

que más de 20.000 personas han muerto, dijo, y 

“el mundo no puede permitir que esto continúe”. 

“Sabemos que las guerras se extienden a las 

generaciones futuras, fomentando ciclos repetidos 

de odio si no se abordan sus causas. 

Lamentablemente, la guerra de Gaza es el ejemplo 

por excelencia”, prosiguió, e indicó al Consejo que 

poner fin a esa guerra y evitar un conflicto regional 

en toda regla es una prioridad absoluta y urgente. 

https://www.un.org/es/about-us/un-charter
https://news.un.org/es/events/israel-palestina
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Subrayó que los Estados no deben aceptar el 

flagrante desprecio del derecho internacional, 

incluidas las decisiones vinculantes del Consejo de 

Seguridad de la ONU y las órdenes de la Corte 

Internacional de Justicia (CIJ). “Del mismo modo, la 

situación más amplia de ilegalidad en el territorio 

palestino ocupado derivada de las políticas y 

prácticas de Israel, tal y como expuso claramente la 

Corte Internacional de Justicia en su Opinión 

Consultiva de julio, debe abordarse de forma 

exhaustiva”, aseveró. 

El responsable de la Oficina de Derechos Humanos 

también se refirió al conflicto en Ucrania, donde “la 

población civil está atrapada en ciclos de terror, 

debido a los continuos ataques de Rusia”. 

Instalaciones civiles, como escuelas y hospitales, 

han sido atacadas, así como infraestructuras 

energéticas, dijo, y expresó temor por la próxima 

temporada invernal. 

Asimismo, indicó que “la crisis de Myanmar sigue 

hundiéndose en lo más profundo de la 

inhumanidad”, señalando los recientes ataques 

aéreos, las detenciones masivas y los continuos 

informes de ejecuciones extrajudiciales, en medio 

de una impunidad asfixiante. “La población civil está 

pagando el precio más alto, con algunas de las 

cifras más elevadas de víctimas civiles registradas 

desde que comenzó la actual crisis en 2021, y la 

comunidad rohingya sigue violentamente acorralada 

en el norte del estado de Rakhine, sin ningún lugar 

seguro al que acudir”, expuso. 

Subrayó que, en muchas de estas situaciones, 

incluso la ayuda humanitaria mínima a los civiles 

es instrumentalizada, desviada o bloqueada, al 

igual que el acceso de los observadores de 

derechos humanos.“Para quienes nos dedicamos a 

esta labor, es como si estuviéramos a orillas de un 

río viendo cómo se ahoga la gente, con los 

salvavidas amontonados a nuestros pies”, explicó. 

 

Recordatorio de las obligaciones de los Estados 

Türk recordó al Consejo que los Estados han 

diseñado las leyes internacionales humanitarias y 

de derechos humanos para preservar y garantizar 

nuestra humanidad común. “Estas normas son 

nuestro principal apoyo contra el poder 

desenfrenado”, precisó. Puntualizó que todas las 

partes en los conflictos y otros Estados, en 

particular los que tienen influencia, deben hacer 

todo lo posible para poner fin a las 

violaciones.“Una medida concreta sería que los 

Estados, en consonancia con sus obligaciones en 

virtud de los Convenios de Ginebra y la diligencia 

debida en materia de derechos humanos, se 

abstuvieran de exportar o transferir armas a las 

partes de cualquier conflicto armado, cuando exista 

un riesgo real de que se utilicen en contravención 

del derecho internacional humanitario”, planteó. El 

Alto Comisionado se mostró alentado por el hecho 

de que algunos Estados ya hayan tomado medidas 

al respecto. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://main.un.org/securitycouncil/es
https://main.un.org/securitycouncil/es
https://www.icj-cij.org/es
https://www.icj-cij.org/es
https://www.icj-cij.org/es
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LOS DESAFÍOS AMBIENTALES DE PERÚ 
EN 20252 

Desafíos ambientales de Perú 2025: urge la lucha 
eficaz contra las economías ilícitas y preocupan las 
consecuencias del debilitamiento ambiental  

Por Yvette Sierra3 

Mongabay, 13 de enero, 2025.- Perú llega a 2025 
con un serio debilitamiento en las leyes que 
protegen los recursos naturales, como la llamada 
‘ley antiforestal’ o las modificaciones a la ley contra 
el crimen organizado. Algunos expertos consultados 
por Mongabay Latam señalan que los efectos de 
estos cambios legislativos podrían agudizarse este 
año. 

Para este año también se espera el inicio de la 
contienda electoral para escoger, en abril de 2026, 
al próximo presidente de Perú, así como a los 
parlamentarios, que a partir del próximo año serán 
190, es decir, 60 senadores y 130 diputados. 

En ese contexto preocupa el poco interés de los 
políticos en los temas ambientales, así como la falta 

 
2) Tomado de    https://es.mongabay.com/2025/01/desafios-
ambientales-peru-urge-lucha-eficaz-contra-economias-ilicitas/ 

 
3) Yvette Sierra es periodista y reside en Lima, Perú, con más de una 
década de experiencia como periodista de investigación en temas 

de representatividad de los pueblos indígenas en el 
Legislativo, pese a que el 25 % de la población 
peruana se autoidentifica como parte de un pueblo 
originario, según el censo de 2017. 

Una lucha eficaz contra el crimen organizado 
también es parte de los pendientes que tiene el país 
para 2025, aunque se trata de una deuda de larga 
data, si se considera el avance de las economías 
ilegales en todo el territorio peruano. Conversamos 
con diferentes expertos para conocer los principales 
desafíos ambientales de Perú en 2025. 

1. ¿Será posible frenar el debilitamiento de la 
legislación ambiental? 

Las diversas modificaciones legislativas que han 
debilitado el manejo y conservación de los recursos 
naturales e incluso aquellas que han modificado las 
leyes contra el crimen organizado ya están teniendo 
efectos adversos en el país. 

Expertos consultados por Mongabay Latam 
consideran que este panorama puede complicarse 
en 2025 y aún más los años que siguen. “Creería 
que este año continuará el deterioro en la gestión 

ambientales, científicos y de actualidad. Ha trabajado en medios 
impresos y digitales en Perú, ha colaborado con La Voz de Arizona en 
EE. UU. y para el periódico La Nación en Costa Rica. Comenzó a 
escribir para Mongabay Latam como colaboradora y se unió al 
personal en diciembre de 2017. 

 

https://es.mongabay.com/2025/01/desafios-ambientales-peru-urge-lucha-eficaz-contra-economias-ilicitas/
https://es.mongabay.com/2025/01/desafios-ambientales-peru-urge-lucha-eficaz-contra-economias-ilicitas/


6 
 

ambiental antes de empezar a mejorar en algún 
momento, aunque no sabemos cuándo. 

Posiblemente este 2025 sea un año de punto de 
quiebre”, asegura Juan Luis Dammert, director para 
América Latina del Natural Resource Governance 
Institute (NRGI).Dammert señala que el futuro de la 
gestión ambiental está estrechamente ligado al 
futuro de la política y, mientras no haya un cambio 
de la situación política actual, nada va a mejorar. “La 
coalición que actualmente gobierna no tiene ningún 
interés en mejorar los temas ambientales. Están 
muy relegados. Esperaría que este año se sigan 
viendo las consecuencias del desgobierno. Con 
mucha claridad esto se va a plasmar en la minería 
del oro”, asegura Dammert, considerando las leyes 
que aprobó el Congreso en 2024 y que favorecen 
la informalidad e ilegalidad de la minería aurífera. 

Varios fiscales de regiones amazónicas consultados 
por Mongabay Latam coinciden en que la Ley 
32138, que modifica la ley contra el crimen 
organizado —aprobada en octubre de 2024 por el 
Congreso de la República—, ha complicado sus 
labores para la investigación de los delitos 
ambientales. 

Uno de los principales problemas que tienen que 
afrontar ocurre durante los allanamientos, debido a 
que la nueva ley obliga a que un defensor público o 
el abogado del acusado esté presente para 
proceder con el allanamiento. 

Se han dado casos, cuentan los fiscales, en los que 
una diligencia que incluía el allanamiento de varios 
inmuebles ha demorado horas porque no se 
contaba con suficientes defensores públicos para 
ingresar a todos los lugares definidos en la 
investigación o porque el abogado del inculpado 
demora en llegar o, incluso, no llega. 

Lo que preocupa a los fiscales es que cualquier 
inconveniente para cumplir esta disposición durante 
los allanamientos pueda luego ser usado por la 
defensa del acusado para solicitar se declare nulo el 
proceso. 

Por otro lado, Lissette Vásquez, ex Adjunta en 
Medio Ambiente, Servicios Públicos y Pueblos 
Indígenas de la Defensoría del Pueblo, sostiene que 
un desafío importante para 2025 será la puesta en 
marcha de la Estrategia Nacional de Cambio 
Climático a 2050, aprobada por el Ejecutivo a fines 
de noviembre de 2024. 

“Creo que será un gran reto lograr una 
adecuada implementación de esa estrategia 
nacional. Sabemos que ha tenido un proceso 
participativo, que se ha convocado a varios actores. 
El riesgo es que, como con muchos otros 
instrumentos de planificación que existen en materia 
ambiental, la implementación no se dé como 
debería.Establece retos y una serie de medidas 
para entidades públicas, para la ciudadanía y para 
los actores del sector privado, destinadas a 
establecer actividades con una economía baja en 
carbono”. 

Silvana Baldovino, directora del Programa de 
Biodiversidad y Pueblos Indígenas de la Sociedad 
Peruana de Derecho Ambiental (SPDA), menciona 
que aún está pendiente de aprobación la Política 
Nacional de Pueblos Indígenas y espera que en 
2025 se concrete. “Las brechas de otorgamiento de 
derechos a favor de pueblos indígenas siguen 
incrementándose. Se habla mucho de la transición 
justa, de la transición energética, pero conversando 
con un grupo de líderes indígenas de Perú y otros 
países nos dicen: de qué transición energética justa 
hablamos, si nosotros ni siquiera tenemos algo que 
cambiar, porque ni siquiera tenemos energía”. 

Pese a las metas y los compromisos adoptados por 
Perú para la reducción de los Gases de Efecto 
Invernadero (GEI) en el proceso de transición 
energética, los avances en Perú han sido lentos en 
esa dirección. 

Mientras tanto, los expertos consultados esperan 
que en 2025 sea posible solucionar problemas 
asociados a modificaciones legislativas claves y 
preocupantes, como la decisión del Ejecutivo de 
modernizar y reorganizar el Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental (Senace). Vanessa Cueto, 
coordinadora del Programa Sostenibilidad de la 
organización Derecho, Ambiente y Recursos 
Naturales (DAR), considera que los cambios que se 
están haciendo debilitan el rol de la institución. “Nos 
preocupa esté debilitamiento que se viene dando a 
los temas ambientales, porque, por ejemplo, al 
momento de evaluar grandes proyectos de 
infraestructura vamos a tener problemas  para 
realmente proteger el medio ambiente”. 

Para Cueto esta propuesta afecta las políticas 
públicas ambientales e “impacta negativamente en 
el objetivo con el que se creó esta institución, que 
era promover inversiones sostenibles y dotando de 
predictibilidad a las evaluaciones ambientales”.La 
especialista de DAR señala también que la 

https://es.mongabay.com/2024/12/peru-en-medio-de-criticas-congreso-amplia-plazo-para-formalizacion-minera/
https://comunicaciones.congreso.gob.pe/noticias/publican-norma-que-modifica-ley-contra-el-crimen-organizado-aprobada-por-el-congreso/
https://comunicaciones.congreso.gob.pe/noticias/publican-norma-que-modifica-ley-contra-el-crimen-organizado-aprobada-por-el-congreso/
https://es.mongabay.com/2024/04/transicion-energetica-peru-sin-planes-definidos-ni-avances-concretos/
https://es.mongabay.com/2024/04/transicion-energetica-peru-sin-planes-definidos-ni-avances-concretos/
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flexibilización de las normas para la evaluación de 
los instrumentos de gestión ambiental en el Senace 
traería como consecuencias mayor conflictividad 
socioambiental. 

“El camino para revertir estas situaciones pasa por 
construir normas en las que la protección ambiental 
sea vista como una herramienta para generar 
desarrollo sostenible y no lo que ocurre en la 
actualidad: se observa el tema ambiental como una 
barrera de desarrollo”, dice Cueto, y agrega que “es 
importante la incidencia de sociedad civil para 
mostrar que los objetivos del Senace no cambien o 
que promover inversiones no debilite los estándares 
ambientales”. 

En 2025 la modificación de la Ley Forestal seguirá 
en la mira de los ambientalistas, sobre todo por los 
riesgos a un incremento de la deforestación 
Amazónica. “Esta ley impone en la práctica una 
política negativa en materia forestal. Todo indica 
que está favoreciendo intereses ilícitos”, dice 
Mariano Castro, ex viceministro de Gestión 
Ambiental en el Ministerio de Ambiente. 

El 5 de noviembre de 2024 el Tribunal 
Constitucional (TC) sesionó en audiencia pública 
cinco demandas de inconstitucionalidad, una de 
ellas —son tres demandas acumuladas— contra la 
modificación de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre. 
Ese día se presentaron los informes orales de los 
abogados y representantes de pueblos indígenas. 
Sin embargo, la sentencia del TC aún está 
pendiente.“Esperamos que el Tribunal 
Constitucional determine la inconstitucionalidad de 
esta ley”, señala Vanessa Cueto, de la organización 
DAR. Cueto comenta que esta norma ya tiene 
consecuencias negativas para el ambiente. “Los 
impactos que viene generando esta norma, 
lamentablemente, son irreversibles”. 

Julia Urrunaga, directora en Perú de la Agencia de 
Investigación Ambiental (EIA, por sus siglas en 
inglés) señala que, en paralelo a la ley ‘anti-forestal’ 
diferentes entidades del Estado han aprobado 
modificaciones a otras regulaciones para 
complementar la modificación de la ley forestal. “La 
ley anti-forestal, por sí sola, no resuelve los 
problemas de las empresas que han deforestado 
ilegalmente y que vienen operando ilegalmente”. 

Urrunaga explica que estas empresas necesitaban 
también una modificación en otros reglamentos de 
procedimientos que exige el Ministerio de Desarrollo 
Agrario y Riego (Midagri) para obtener una 

certificación forestal, pues con la legislación actual, 
esta certificación tenía que haberse conseguido 
antes de talar el bosque.“Entendemos que hay otros 
reglamentos con los que están buscando modificar 
esto. Están tratando de hacer cambios en 
reglamentos, porque, si incluso se declara 
inconstitucional la ley ‘anti-forestal’, estos cambios 
ya quedarían establecidos”. 

Urrunaga también comenta que, en caso el Tribunal 
Constitucional declare inconstitucional la ley, “se 
debe buscar que se desmantelen todas las otras 
modificaciones legislativas paralelas que se han 
emitido en 2024 y que van en el mismo sentido de 
la ley ‘anti-forestal’”. 

Para Lucila Pautrat, directora del Instituto de 
Estudios Forestales y Ambientales Kené, el conjunto 
de medidas legislativas y normativas que se han 
producido durante el último año en los sectores 
ambientales y forestal en Perú responden a una 
estrategia sistemática de desregulación y 
debilitamiento de las autoridades nacionales y 
regionales con la finalidad de facilitar la 
consolidación de las economías ilícitas en el país, 
así como garantizar un pacto de impunidad frente a 
los delitos ambientales. 

Pautrat considera que las contrarreformas 
planteadas por el Ejecutivo y el Legislativo en “este 
pacto de impunidad de los delitos ambientales”, 
además de socavar los principios constitucionales y 
los derechos fundamentales de las personas, “van a 
promover el saqueo del patrimonio natural del país 
y debilitar los estándares ambientales 
internacionales, con la consecuencia de posibles 
cierres de mercados para los productos legales y 
sostenibles”. 

2. Lucha eficaz contra economías ilegales 

Uno de los temas que más preocupa en Perú es el 
avance de las economías ilegales, sobre todo en los 
territorios amazónicos. El aumento de asesinatos de 
líderes indígenas en los últimos cinco años y los 
reportes de una cada vez mayor presencia de 
minería ilegal y narcotráfico en los territorios 
indígenas y áreas protegidas hacen urgentes 
políticas integrales para frenar estas actividades. 

“El Estado debe ser capaz de parar efectivamente 
las amenazas y el crimen organizado. 
Lamentablemente está haciendo todo lo contrario”, 
dice Mariano Castro. En ese sentido, el ex 
viceministro de Gestión Ambiental cuestiona al 
Congreso y al Ejecutivo por los cambios realizados 

https://www.tc.gob.pe/institucional/notas-de-prensa/tc-sesiono-en-audiencia-y-dejo-al-voto-cinco-procesos-de-inconstitucionalidad-entre-ellos-los-casos-de-formalizacion-minera-y-ley-forestal-y-de-fauna-silvestre/
https://www.tc.gob.pe/institucional/notas-de-prensa/tc-sesiono-en-audiencia-y-dejo-al-voto-cinco-procesos-de-inconstitucionalidad-entre-ellos-los-casos-de-formalizacion-minera-y-ley-forestal-y-de-fauna-silvestre/
https://es.mongabay.com/2024/06/gobierno-peruano-busca-implementar-cambios-ley-forestal-ignorando-demandas-formales-para-derogar-la-norma/
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en el marco normativo contra el crimen organizado. 
Castro añade que estas medidas han debilitado la 
política de seguridad de orden interno y lucha contra 
el crimen en materia de personas defensoras y de 
temas ambientales. 

Nicolás Zevallos, director de Asuntos Públicos del 
Instituto de Criminología y Estudios sobre la 
Violencia, menciona la relación entre las actividades 
ilícitas y la política peruana, por lo que considera 
importante una mayor organización a nivel de la 
población. “Creo que es urgente una sociedad civil, 
una academia y una cooperación internacional que 
realmente se articule y comience a seguir con 
claridad en la agenda pública, porque, en verdad, 
del lado de los partidos, mientras tengan arraigo en 
los espacios de las economías ilegales resulta 
imposible que pueda surgir alguna posibilidad de 
espacio de discusión o de debate sobre el tema”, 
sostiene. 

“La delincuencia está fuerte en nuestro país y no hay 
garantía para nuestras vidas. Estamos como en el 
reino de la impunidad”, dice Ketty Marcelo López, de 
ONAMIAP. La lideresa indígena señala que en las 
comunidades amazónicas se ejerce la seguridad a 
través de las guardias indígenas y que la propuesta 
desde sus organizaciones es fortalecer este trabajo. 
“Tenemos nuestra propia justicia y nuestros 
derechos constituidos, que seguimos trabajando y 
fortaleciendo dentro de nuestras comunidades. Hay 
muchas amenazas de las economías ilegales que 
están proliferando en nuestros territorios y el país se 
ha convertido en tierra de nadie. Es una gran 
preocupación porque el Estado debe garantizar 
nuestras vidas, pero ahora no garantiza nada ni 
dentro ni fuera de la comunidad”. 

Para Silvana Baldovino, de la SPDA, el problema 
“debe ser abordado de manera integral y articulada 
por tres poderes del Estado —Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial— sobre el mismo objetivo: combatir, 
desaparecer o, por lo menos, reducir el impacto de 
las economías ilegales, hasta poder lograr su 
extinción”.Baldovino también aborda los riesgos que 
enfrentan los pueblos indígenas ante el avance del 
crimen organizado. “La protección de los pueblos y 
líderes indígenas es muy complicada. Uno de los 
principales temas es seguir consolidando la 
seguridad jurídica de sus territorios, pero ligado a 
ello está la defensa frente a las amenazas e 
ilegalidades latentes. Últimamente se habla también 
de mecanismos de autodefensa o guardia indígena, 
pero la pregunta que surge es: ¿No deberíamos 

primero resolver el problema estructural?”, 
cuestiona. 

Los pueblos y líderes están protegiendo o 
asumiendo en muchos casos la protección del 
patrimonio natural y cultural que debería ser 
cautelado por el propio Estado, agrega Baldovino, 
pero frente a esquemas de ilegalidad tan grandes, 
las acciones resultan de muy poco impacto. Para 
Baldovino, es difícil una correcta aplicación del 
Mecanismo Intersectorial para la Protección de 
Personas Defensoras de Derechos Humanos 
debido al poco presupuesto con el que cuenta. 
“Tenemos mucho por mejorar y buscar herramientas 
más fuertes para la protección de las personas 
defensoras. El mecanismo es una herramienta, pero 
necesitamos generar estrategias más grandes, 
aprobar la ley para la protección de las personas 
defensores ambientales, ratificar el Acuerdo de 
Escazú y dotarnos de los máximos niveles de 
protección”, afirma. 

3. La COP 30 llega a la Amazonía 

En 2025, la Amazonía se convertirá en el centro de 
la discusión sobre el cambio climático cuando el 10 
de noviembre la ciudad amazónica de Belém do 
Pará abra sus puertas para recibir a los mandatarios 
y representantes de todo el planeta en la 30ª 
Conferencia de las Partes de la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 
la COP 30. 

Las expectativas sobre los resultados de esta cita 
son grandes, debido a que por primera vez la sede 
de una cumbre climática será en la Amazonía, el 
bioma con la mayor extensión de bosques tropicales 
del planeta y que está severamente amenazado. 
Luego de que las tres últimas ediciones de la 
conferencia climática mundial se realizaran en 
países dependientes de los combustibles fósiles —
Egipto, Emiratos Árabes y Azerbaiyán—, la llegada 
de la COP 30 a Brasil podría significar un cambio en 
la agenda para enfrentar el cambio climático.“El 
hecho de que se realice en Brasil debería servir para 
priorizar el tema de la Amazonía y el valor que tiene 
este ecosistema, tanto a nivel global en el marco del 
cambio climático, como en el marco de su riqueza 
biológica”, señala Julia Urrunaga, directora en Perú 
de la Agencia de Investigación Ambiental (EIA, por 
sus siglas en inglés). 

Urrunaga considera que los países amazónicos, 
incluido Perú, deberían construir una visión conjunta 
para presentar en la COP 30. Sin embargo, 
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Urrunaga cuestiona al actual ministro del Ambiente, 
Juan Carlos Castro Vargas, debido a que sostiene 
que su principal objetivo ha sido flexibilizar las 
normas ambientales. “Me temo que la situación de 
Perú para noviembre de 2025 puede ser peor que la 
actual en términos de derechos, de conservación y 
de uso sostenible, razonable y socialmente justo de 
la Amazonía”. 

Juan Luis Dammert, director para América Latina de 
NRGI, señala que “países vecinos como Brasil y 
Colombia se están preparando con mucha seriedad 
para llegar a la COP 30, con mensajes potentes 
vinculados con la protección de la Amazonía. El 
gobierno colombiano incluso lanzó en la COP16 de 
Biodiversidad, en Cali, una iniciativa orientada a 
promover criterios de debida diligencia y trazabilidad 
para la industria minera con énfasis en la minería 
vinculada a la ilegalidad”, señala Dammert. 

Dammert añade que ambos países —Brasil y 
Colombia— han mostrado avances en el camino 
para reducir la deforestación. En ese sentido, 
considera que Perú “puede quedar rezagado porque 
está lejos de demostrar que está haciendo 
esfuerzos en ese sentido”.De acuerdo con el último 
informe del Programa de Bosques (Geobosques) 
del Ministerio del Ambiente, Perú perdió 132 216 
hectáreas de bosques amazónicos durante 2023. 
Geobosques también reportó que la pérdida de 
bosque seco para 2021 fue de 6 730 hectáreas. 

En la última conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (COP 29), los países de 
América Latina y del Caribe, agrupados en la 
Asociación Independiente de América Latina y el 
Caribe (AILAC), llevaron una propuesta de acuerdos 
internacionales efectivos y transparentes para la 
reducción de emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero (GEI). Perú fue el país encargado de 
presentar la propuesta. “El mundo espera 
decisiones claras y ambiciosas que respondan al 
desafío climático con integridad y compromiso”, dijo 
Berioska Quispe, directora general de Cambio 
Climático y Desertificación del Ministerio del 
Ambiente durante la cita en Baku. 

Una decisión importante de la COP 29 fue la 
adopción del Plan de Trabajo de Baku, que 
reconoce el esfuerzo del Grupo de Trabajo 
Facilitador (FWG) de la Plataforma de Comunidades 
Locales y Pueblos Indígenas (LCIPP). Esta decisión 
reconoce el liderazgo de los pueblos indígenas y las 
comunidades locales para hacer frente a la crisis 
climática. 

Ketty Marcelo López, presidenta de ONAMIAP, 
considera que la participación de los pueblos 
indígenas en estas reuniones mundiales es 
importante, aunque, también cuestiona que, 
muchas veces, todo se queda sólo en el discurso. 
“Será importante prepararnos para llevar también 
nuestras voces a Brasil, sobre todo las principales 
demandas. Es importante elevar nuestras voces y 
no quedarnos callados. Debemos decir qué 
necesitamos. Y también es importante escuchar las 
voces de las mujeres”, agrega Marcelo López. “Los 
pueblos debemos seguir resistiendo, protegiendo 
nuestra madre naturaleza y llevar propuestas que 
nacen desde las voces de nuestros pueblos y no 
aquellas impuestas”, afirma. 

Silvana Baldovino, de SPDA, sostiene que la COP 
30 que se realizará en Belém do Pará debería ser la 
COP indígena. “Hubo un logro importante de los 
pueblos indígenas y afrodescendientes en la COP 
16 de biodiversidad. Sería interesante si se logra 
que lleguen a la de cambio climático con espacios 
claros para incorporarse a las negociaciones”. 

4. Empieza el año electoral 

Este 2025 empezará la campaña con miras a las 
elecciones presidenciales y de parlamentarios que 
se realizará en abril de 2026. De acuerdo con el 
Jurado Nacional de Elecciones (JNE), actualmente 
existen 39 partidos políticos inscritos y otros 30 en 
proceso de inscripción, es decir que si todos los 
partidos concretan su inscripción en el JNE en las 
siguientes elecciones se podría contar con 69 
partidos en competencia, cifra que superan 
cualquier elección anterior que se haya realizado en 
Perú. 

En elecciones anteriores los temas ambientales 
siempre han estado rezagados, la mayoría de 
candidatos no los incluían en sus planes de 
gobierno e, incluso, postulantes al Congreso y 
actuales congresistas han sido cuestionados por 
sus vínculos con actividades irregulares que afectan 
el medio ambiente.“Para nosotros el principal reto va 
a ser el año electoral”, dice Silvana Baldovino, 
directora del Programa de Biodiversidad y Pueblos 
Indígenas de la Sociedad Peruana de Derecho 
Ambiental (SPDA). “Nuestros conflictos están 
vinculados a la gestión de los recursos naturales, 
entonces, deberíamos tener gente informada sobre 
estos temas”, agrega. 

También será un año difícil, añade Baldovino, 
porque quienes están actualmente en funciones van 
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a tratar de cumplir muchas promesas que se 
hicieron con la intención de buscar ser elegidos 
nuevamente. “Todo aquello que se comprometió y 
no se cumplió se va a tratar de cumplir y eso puede 
ser un riesgo muy grande para todos, sobre todo 
cuando no se abordan temas tan críticos como las 
ilegalidades”, asegura. 

Ketty Marcelo López, presidenta de la Organización 
Nacional de Mujeres Indígenas Andinas y 
Amazónicas de Perú (ONAMIAP), cuestiona que 
durante los procesos electorales nunca están 
presentes los temas relacionados con los pueblos 
indígenas. “Casi nunca se habla ni de poblaciones 
indígenas ni de temas ambientales. Incluso no hay 
representación de los pueblos indígenas en el 
Congreso. Es una de las grandes deudas que tienen 
con nuestros pueblos”. 

La presidenta de Onamiap recuerda el censo de 
2017 en el que por primera vez se incluyó una 
pregunta sobre autoidentificación étnica. “El 25 % de 
la población nacional nos autoidentificamos como 
parte de un pueblo originario. Por tanto, también 
deberíamos tener derecho a la participación política 
en ese porcentaje, por ejemplo, en el Congreso. Sin 
embargo, la reforma política no considera esto”, 
dice. 

“El distrito electoral es una larga lucha que siempre 
hemos presentado, agrega Marcelo López, e 
imagino que el próximo año vamos a volver a 
presentar que queremos tener participación política 
propia con las organizaciones indígenas, escaños 
propios, porque solamente de esa manera vamos a 
garantizar que nuestra agenda, nuestras voces, se 
vean reflejadas”, asevera. “Exigimos al Estado esta 
representación política como nos corresponde”. 

En la Agenda Grande de la Asociación Interétnica 
de Desarrollo de la Selva Peruana (Aidesep) se 
incluye, como un tema prioritario, la Creación de 
Distritos Electorales Indígenas. En el documento, 
Aidesep explica que en julio de 2019 se presentó un 
proyecto de ley para modificar la Ley Orgánica de 
Elecciones en el que se proponía que los pueblos 
indígenas tengan 32 de los 130 escaños en el 
Congreso de la República, de manera proporcional 
a su representación en la población de cada región, 
según el censo de 2017. Esta ley nunca fue 
aprobada. 

Marcelo López señala que en 2025 se realizará un 
nuevo censo de población y las organizaciones 
indígenas están trabajando con el Comité de 

Coordinación Interinstitucional de Estadística e 
Informática para mejorar la pregunta de 
autoidentificación étnica.“El año que viene será un 
año bastante movido por los temas electorales y 
también por el censo. Para nosotros es muy 
importante porque tiene que ver con la visibilidad y 
con el ejercicio de nuestros derechos como pueblos 
indígenas”. 

Vladimir Pinto, de Amazon Watch, espera que para 
estas elecciones se consolide alguna fuerza política 
que incorpore las agendas ambiental e indígena de 
manera clara y visible, que logre consensos para 
legitimarse como una propuesta política 
interesante.  Sin embargo, encuentra difícil que se 
cumpla esta expectativa debido al actual escenario 
atomizado con tantos precandidatos y 
precandidatas. “Igual creo que debemos mantener 
la esperanza y levantar la voz para tratar de que las 
agendas incluyan en su propuesta política estos 
temas”, sostiene. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://aidesep.org.pe/wp-content/uploads/2023/03/AGA.pdf
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Datos sobre el proceso electoral del 2026 
 

Como en el Documento que presentamos de Los Desafíos ambientales de Perú 2025 se hace 

referencia al proceso electoral del 2026, presentamos algunos datos al respecto: 

 
1. Calendario electoral 
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2. Partidos inscritos a la fecha 
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3. Fragmentación política 
 

 
 

 

4. Número de votos a emitir 

 

 

 

 

  
 

 


